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A partir de hoy 17 de Junio de 2022, quedan las diligéricias en secretaria a
disposición de quien Interpuso recurso de apelación contralla providencia del
VEINTICUATRO (24) de MAYO de DOS MIL VEINT|e;9)§ (2022) ppr él término de
cuatro (4) días para que presente la sustentación respectivas d¿i conformidad a lo
dispuesto en el Art. 194 inciso V del C.P.P. Vence el 23de Junio^de 2022.

se presentó sustentación

CONSTANCIA TRASLADO APELACION

A partir de hoy 24 de Junio de 2022, se corre traslado por el término común de
cuatro (4) días, a los no recurrentes, de conformidad a lo dispuesto en el Art. 194
inciso 1® del C.P.P. Vence el 30 de Junio de 2022.

Vencido el término del traslado, SI

EL SECRETARIO(A)

NGELA DA |lE JuÑC Z ORTIZ

NO se presentó escrito.
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Condenado JOSE MIGUEL MALDONADO

Identificación 1107100865

Falladores JDO 4 PENAL DEL CTO ESPECIALIZADO DE CONOCIMIENTO DE SANTIAGO DE CALI

Delito (s) CONCIERTO PARA DELINQUIR, FABRIC, TRÁFICO 0 PORTE ILEGAL ARMAS 0
MUNICIONES, FALSEDAD MATERIAL DE EMPLEADO OFIC EN DOC. PÚBLICO,
TENTATIVA HOMICIDIO, TRAFICO DE ESTUPEFACIENTES

Decisión PRISION DOMICILIARIA POR ENFERMEDAD GRAVE '

Reclusión COMPLEJO CARCELARIO Y PENITENCIARIO CON ALTA, MEDIA Y MINIMA SEGURIDAD
DE BOGOTÁ D.C.

REPUBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

JUZGADO PRIMERO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE

SEGURIDAD DE BOGOTÁ

\

Constia Sirpcnor
ár ta Jadiaitura

Bogotá, D.C., Mayo veinticuatro (24) de dos mil veintidós (2022)

ASUNTO

En firme como se encuentra el dictamen pericial practicado por el
Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses; procede el
Despacho a decidir lo que en derecho corresponda respecto de la
prisión domiciliaria por grave enfermedad en favor de JOSÉ MIGUEL
MALDONADO.

ANTECEDENTES

Este despacho ejecuta la pena de trescientos meses (300) meses de
prisión, inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones
públicas por veinte (20) años y multa de mil trescientos cincuenta y
un (1.351) smlmv que, por los delitos de homicidio agravado,
homicidio agravado, homicidio agravado tentado, concierto para
delinquir agravado, tráfico, fabricación o porte de estupefacientes,
fabricación, tráfico y porte de armas, accesorios, partes o municiones
y falsedad material en documento público impuso el Juzgado 4 Penal
del Circuito Especializado con Función de Conocimiento de Santiago
de Cali (Valle del Cauca) a JOSÉ MIGUEL MALDONADO en
sentencia proferida el 23 de agosto de 2016.

Por cuenta de esta actuación JOSÉ MIGUEL MALDONADO está

privado de la libertad desde el 20 de junio de 2015 y a su favor se
han reconocido las siguientes redenciones punitivas.
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Providencia Redención

25/07/2017 0 meses - 21 días

15/02/2021 15 meses - 1 día

24/03/2022 2 meses - 1 día

13/04/2022 1 meses - 13 días

TOTAL 19 meses - 6 días

DE LA SOLICITUD

Por parte del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias

Forenses se recibió el Dictamen Médico Legal UBSC-DRBO-02034-C-

2022 en donde se consignaron los pormenores de la valoración

médica practicada al condenado JOSÉ MIGUEL MALDONADO el 3
de marzo de 2022, razón por la cual, mediante auto de 24 de marzo

siguiente se ordenó correr traslado del mismo a los sujetos

procesales por el término de tres (3) días hábiles, conforme lo

dispone el artículo 254 del Código de Procedimiento Penal de 2000,

para que si a bien lo tenían presentaran solicitudes de aclaración o

complementación o lo objetaran si era el caso.

Mediante memorial recibido el 11 de abril de 2022 la apoderada de
JOSÉ MIGUEL MALDONADO solicitó la ampliación y/o adición del
dictamen médico "con el propósito que se incluyan las condiciones de

salud que fueron omitidas con respecto de mí defendido y pueda

determinarse con claridad para conocimiento del Señor Juez, la exacta

situación del señor JOSE MIGUE MALDONADO... Sic".

En virtud de lo anterior, en documento del 6 de mayo actual el

galeno del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses

que valoró al penado se pronunció en torno a los cuestionamientos

de la defensora sin que variara la conclusión inicial.

CONSIDERACIONES

La actual normativa penal consagra para los condenados que se

encuentren aquejados por alguna enfermedad grave, las alternativas

de reclusión previstas en el artículo 68 de la Ley 599 de 2000 y en el

numeral 4° del artículo 314 de la Ley 906 de 2004, eso sí previa

acreditación, en ambas situaciones, de la condición de salud del

penado por parte de un galeno del Instituto Nacional de Medicina

Legal. Dice la primera disposición en comento:
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Artículo 68. Reclusión domiciliaria u hospitalaria por enfermedad
muy grave. El juez podrá autorizar la ejecución de la pena privativa
de la libertad en la residencia del penado o centro hospitalario
determinado por el INPEC^ en caso que se encuentre aquejado por
una enfermedad muy grave incomvatible con la vida en reclusión

formal, salvo que en el momento de la comisión de la conducta

tuviese ya otra pena suspendida por el mismo motivo. Cuando el

condenado sea quien escoja el centro hospitalario, los gastos
correrán por su cuenta.

Para la concesión de este beneficio debe mediar concepto de médico
legista especializado.

Se aplicará lo dispuesto en el inciso 3 del artículo 38

El Juez ordenará exámenes periódicos al sentenciado a fin de
determinar si la situación que dio lugar a la concesión de la medida

persiste.

En el evento de que la prueba médica arroje evidencia de que la
patología que padece el sentenciado ha evolucionado al punto que
su tratamiento sea compatible con la reclusión formal, revocará la
medida.

Si cumplido el tiempo impuesto como pena privativa de la libertad, la
condición de salud del sentenciado continúa -presentando las
características que justificaron su suspensión, se declarará
extinguida la sanción.

i

De lo anterior se desprende que el Juez de Ejecución de Penas
detenta la facultad de acceder a que la reclusión se cumpla de
manera intrahospitalaria -o en su caso domiciliaria- ante la

eventualidad de dictaminarse grave enfermedad incompatible con la
vida en reclusión formal, precisando adicionalmente que el
condenado tiene la posibilidad de escoger el centro hospitalario
donde desea ser atendido pero a condición de que asuma los gastos
que su internamiento generen.

DEL CASO CONCRETO

1- De conformidad con la vadoración médica llevada a cabo por
profesional adscrito al Instituto Nacional de Medicina Legal y
Ciencias Forenses, se sabe que JOSÉ MIGUEL MALDONAO padece
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de vtrauma cráneo encefálico severo hace 7 años, parálisis fcLcial

periférica secundaria y otoUquia crónica por fístula de líquido

cefalorraquídeo».
' í

Con fundamento en dicho diagnóstico, el galeno que efectuó la

experticia del 3 de marzo de 2022, advirtió;

Paciente con secuelas de trauma cráneo encefálico consistente en

fístula de líquido cefalorraquídeo sin evidencia de complicación
aguda. Se encuentra estable hemodinámicamente sin patología

aguda que amenace su vida o alguno de sus órganos o miembros. El
paciente puede ser manejado intramurálmente con controles

periódicos por medicina general y cita prioritaria por

otorrinolaringología. Debe garantizarse una adecuada nutrición rica
en proteína.

Y concluyó:

Al momento del examen el paciente no cumple con los criterios

forenses para, Grave Estado de Salud por Enfermedad.

La apoderada de JOSÉ MIGUEL MALDONAO solicitó la ampliación
y/o adición del dictamen médico "con el propósito que se incluyan las

condiciones de salud que fueron omitidas con respecto de mi

defendido y pueda determinarse con clañdad para conocimiento del

Señor Juez, la exacta situación del señor JOSE MIGUE

MALDONADO...SÍC" y en respuesta a ello, el 6 de mayo de 2022 el

galeno se pronunció en todos los puntos de la siguiente manera.

(...)

1. El paciente presentó hace 7 años un trauma cráneo encefálico

severo secundado a una herida por proyectil de arma de fuego

dejando como secuelas una parálisis facial periférica y una fístula

de líquido cefalorraquídeo que condicional otoliquia (salida de

líquido por conducto auditivo).

2. Las fístulas de líquido cefalorraquídeo por oídos es una

complicación de traumatismos cráneo encefálicos que comprometen

el hueso parietal El tratamiento depende del débito de las mismas.

En caso de fístulas de escaso débito pueden requerir solo manejo

médico el cual incluye reposo horizontal con elevación de la cabeza

y medicación para disminuir la secreción de LCR como los diuréticos

y la acetazolamida...
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3. El paciente NO presenta desnutrición. Al momento del examen se

encuentra con in IMC (índice de Masa Corporal) de 19,3 (normal del
18,5 a 25; bajo peso menor de 18,5) ...

4. La dieta requerida por el paciente no difiere mayormente de la

dieta de la población en general, garantizando una ingesta

balanceada y equilibrada. Se deben preferir presentaciones de
viscosidad intermedia a alimentos sólidos...

5. El estado de ánimo del ser humano es fluctuante, y se
encuentran momentos de afecto deprimido y otros de afecto

exaltado condicionados porfactores tanto extemo como internos. No

es difícil entender que en una persona privada de la libertad su

afecto se encuentre deprimido sin que necesariamente se tenga que
encasillar dentro de un síndrome depresivo...

Con respecto a la última solicitud de la defensa, me permito aclarar

lo siguiente.

1. Presenta el paciente un riesgo •aumentado de presentar una

neurp infección con respecto a la población en general debido a la

presencia de unafístula de líquido cefalorrciquídeo. Este aumento
de riesgo está calculado entre el 4 y el 10% y está dado por la
fístula en sí misma sin tener en cuentafactores extemos.

2. Calidad de vida es un concepto que se refiere al conjunto de
condiciones que contribuyen al bienestar de los individuos y ala
realización de sus potencialidades en la vida social...

3. La desnutñción no es un término coloquial sino un diagnóstico

basado en criterios clínicos y paraclínicos cribado con el rigor de
la ciencia y el estado actual del conocimiento.

2~ Frente a la institución de la prisión domiciliaria por grave
enfermedad, se hace necesario revisar las exigencias legales
consagradas en el artículo 68 del Estatuto Sustancial, las cuales

como viene de verse son básicamente tres: i) que el penado se
encuentre aquejado por enfermedad muy grave; que ello ii) resulte
incompatible con la vida en reclusión formal; y iii) que, sobre el
punto, medie un concepto médico legista especiadizado.

Al respecto, importa advertir lo referido por la Corte Suprema de
Justicia cuando al sustituto en comentó precisó i:

' Corte Suprema de Justicia, Salade Casación Penal, M.P. Luis Antonio Hernández Barbosa, Rad. 49865 del
22 de marzo de 2017
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2. El derecho a la libertad consagrado en el artículo 28 de la

Constitución Política y su régimen de excepcional limitación,

regulado por los artículos 297 y siguientes del C.P.P., determina que

toda privación de aquella debe ser necesaria, adecuada,

proporcional y razonable frente a los contenidos constitucionales,

entre los que se erige la dignidad humana como principio rector del

Estado (artículo 1°, Constitución Política) y presupuesto del ejercicio

de los restantes derechos de naturalezafundamental

En consonancia con lo anterior, atendiendo la prohibición de tratos o

penas crueles, inhumanos o degradantes (artículo 12 Supeñor), el

artículo 314-4 del estatuto penal de 2004 consagra como causal

para la procedencia de la sustitución de la detención intramural por

domiciliaria, el "estado grave por enfermedad, previo dictamen de

médicos oficiales".

La exigencia de que el estado grave por enfermedad sea certificado

por médicos oficiales no es un mero capricho del legislador, sino que

responde a la necesidad de que se determine con criterio científico,

que las condiciones de salud específicas del procesado y sus

circunstancias: particulares son incompatibles con la vida en

reclusiónformal.

En este orden, no basta para activar la causal invocada que medie

prueba del diagnóstico de una patología considerada grave, pues

este es sólo uno de los elementos de juicio necesarios para

establecer si el procesado se encuentra en la situación aludida.

De conformidad con el Reglamento Técnico para la Determinación

Médico Forense de Estado de Salud en Persona Privada de la

Libertad, que fija las pautas para los dictámenes que en dicho

sentido emite el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias

Forenses, el estado grave por enfermedad se entiende como

''aquella condición de salud de una persona privada de la libertad,

que no puede ser atendida de manera adecuada en el sitio de

reclusión y que requiere tratamiento o manejo en un centro

hospitalario, o en centro de reclusión que ofrezca las condiciones

requeridas, o en su domicilio, so pena de poner en peligro la vida o

la integñdad de la persona o vulnerar el debido respeto a la

dignidad humana".

Según el mismo Reglamento, es deber del médico forense precisar

las circunstancias particulares de salud, valorando el nesgo para la
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vida o la integridad del examinado, la necesidad de manejo
intrahospitalario urgente o de tratamiento médico, quirúrgico u
odontológico, las enfermedades concomitantes que eleven el nesgo
de complicaciones, el riesgo de contaminación para otros reclusos y
el compromiso importante de la autonomía funcional, precisando, en
todo caso, si el recluso se encuentra o no en estado grave por
enfermedad incompatible con la vida en reclusión formal

(...)

Así las cosos, acertó el Tribunal al considerar que vara efectos de

reconocer el mecanismo sustitutivo, no basta que el médico forense

advierta la gravedad del estado de salud del vrocesado, pues en

todo caso es necesario que la conclusión ayunte inequívocamente a

la imposibilidad de cumplimiento de la pena o medida en reclusión

formal. (Subrayas del Juzgado)

Acorde con lo expuesto, es dable señalar que además de acreditarse
un estado grave de enfermedad del condenado, debidamente
certificado por médico oficial, como es el Instituto Nacional de

Medicina Legal y Ciencias Forenses, es necesario que se documente
la imposibilidad del sentenciado para cumplir la pena en reclusión
formal.

3- Como se anotó en la precitada experticia médica practicada el 3 de
marzo de 2022 y aclarada el 6 de mayo siguiente, el galeno adscrito
al Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses fue
absolutamente claro al indicar que el sentenciado «no cumple con los
criterios forenses para Grave Estado de Salud por Enfermedad», como
tampoco indicó por parte alguna que su condición médica resultaba

incompatible con la vida en reclusión, requisitos centrales para la
concesión de la figura sustitutiva objeto de estudio.

Ni siquiera ello acaeció en razón a la petición de ampliación y/o
adición de la defensora del fulminado, toda vez que el profesional de
la salud en pronunciamiento del 6 de mayo de la presente anualidad
desarrolló uno a uno los puntos objeto de la petición sin que ello
modificara su conclusión inicial. i• '

4- De ahí que, se pueda afirmar que los padecimientos que sufre el
condenado pueden ser tratados desde el centro reclusorio

continuando con el tratamiento ordenado por medicina general y
otorrinolaringología, sin dejar de lado la recomendación en torno a
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una nutrición rica en proteína, pues así lo hizo saber,

puntualmente el galeno forense: "El paciente puede ser manejado
intramuralmente con controles periódicos por medicina general y cita

prioritaria por otorrinolaringología. Debe garantizarse una adecuada

nutrición rica en proteína".

Quiere decir lo anterior, que el tratamiento de la condición médica de

JOSÉ MIGUEL MALDOWAO por ahora no requiere el internamiento
hospitalario, bastando que se dé cumplimiento sin demora ni

dilación adguna a lo ordenado en la misma experticia.

De modo, en aras de llevar un control estricto a las recomendaciones

impartidas por el galeno forense, se oficiará nuevamente a la

dirección del COMEB «La Picota», a la USPEC y a la Fiduciaria

Central S.A., para que den oportuno cumplimiento al control

periódico "por medicina general y cita prioritaria por

otorrinolaringología..,garantizarse una adecuada nutrición rica en

proteína...Sic".

5- Por lo esbozado líneas atrás, se denegará el mecanismo sustitutivo

impetrado a favor del condenado en mención, debiendo permanecer

recluido en el COMEB «La Picota».

En razón y mérito de lo expuesto, EL JUZGADO PRIMERO DE

EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BOGOTÁ,

RESUELVE

PRIMERO: NEGAR la prisión domiciliaria por enfermedad grave

impetrada por la condenada JOSÉ MIGUEL MALDONADO, por lo
brevemente expuesto.

SEGUNDO: Contra esta decisión proceden los recursos de ley.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
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Firmado Pon

Raquel Aya Montero

Juez

Juzgado De Circuito

Ejecución 001 De Penas Y Medidas

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
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JUZGADO DE EJECUCION DE PENAS Y MEDIDAS

DE SEGURIDAD DE BOGOTA

UBICACIÓN
CP33

CONSTANCIA DE NOTIFICACIÓN COMPLEJO
CARCELARIO Y PENITENCIARIO METROPOLITANO

DE BOGOTA "COMEB" \

NUMERO INTERNO: S 2.1^ h

TIPO DE ACTUACION:

A,S OFL OTRO

FECHA DE ACTUACION

DATOS.DEL INT

FECHA DE NOTIFICACi
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CC: í 2:í

TD: / . V J
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HUELLA DACTILAR:



10/6/22, 12:29 Correo: Secretaria 01 Centro De Servicios Epms - Bogota - Bogota D.C. - Outlook

https://outlook.office.com/mail/id/AAQkADJlNWMzYjBjLTBmNzYtNDNhMS1iZGVhLTcyNDVkMmY5ODVhZAAQAA6VvmwKLjJBqyPQfkfKOGk%3D 1/2

Mié 08/06/2022 9:07

AVISO DE CONFIDENCIALIDAD: Este correo electrónico contiene información de la Rama
Judicial de Colombia. Si no es el destinatario de este correo y lo recibió por error
comuníquelo de inmediato, respondiendo al remitente y eliminando cualquier copia que
pueda tener del mismo. Si no es el destinatario, no podrá usar su contenido, de hacerlo
podría tener consecuencias legales como las contenidas en la Ley 1273 del 5 de enero
de 2009 y todas las que le apliquen. Si es el destinatario, le corresponde mantener
reserva en general sobre la información de este mensaje, sus documentos y/o archivos
adjuntos, a no ser que exista una autorización explícita. Antes de imprimir este correo,
considere si es realmente necesario hacerlo, recuerde que puede guardarlo como un
archivo digital.

El mensaje

   Para: Ventanilla Centro Servicios Juzgado Ejecucion Penas Medidas Seguridad - Bogotá -
Bogotá D.C.
   Asunto: RV: Recurso de apelación José Miguel Maldonado
   Enviados: miércoles, 8 de junio de 2022 9:07:14 (UTC-05:00) Bogota, Lima, Quito, Rio
Branco

 fue leído el miércoles, 8 de junio de 2022 9:24:42 (UTC-05:00) Bogota, Lima, Quito, Rio
Branco.

Microsoft Outlook
El mensaje se entregó a los siguientes destinatarios: Ventanilla Centro Servicios Juzgado Ej…

� Ventanilla Centro Servicios Juzgado Ejecucion Penas Medidas Seguridad - Bogotá - Bogotá D.C. ha enviado
una respuesta automática.

Cordialmente,

ANGELA DANIELA MUÑOZ ORTIZ
Subsecretaria Primera 

RECURSO DE APELACION DE DO…
19 MB

�

�

Responder Reenviar

MO �

RECURSO DE APELACION DE DO…
19 MB

�

Mié 08/06/2022 9:25

Ventanilla Centro Servicios Juzgado Ejecucion Penas Medidas Seguridad - Bogotá -
Bogotá D.C.

Para: Secretaria 01 Centro De Servicios Epms - Bogota - Bogota D.C.

Mié 08/06/2022 9:24

V Ventanilla Centro Servicios Juzgado Ejecucion Penas Medidas Seguridad - Bogotá -
Bogotá D.C.

Para: Secretaria 01 Centro De Servicios Epms - Bogota - Bogota D.C.

Mié 08/06/2022 9:07

S Secretaria 01 Centro De Servicios Epms - Bogota - Bogota
D.C.

Para: Ventanilla Centro Servicios Juzgado Ejecucion Penas Medidas Seguridad - Bogotá - Bogotá



10/6/22, 12:29 Correo: Secretaria 01 Centro De Servicios Epms - Bogota - Bogota D.C. - Outlook

https://outlook.office.com/mail/id/AAQkADJlNWMzYjBjLTBmNzYtNDNhMS1iZGVhLTcyNDVkMmY5ODVhZAAQAA6VvmwKLjJBqyPQfkfKOGk%3D 2/2

Centro de Servicios Administrativos
Juzgados de ejecución de penas y medidas de seguridad de Bogotá
Calle 11 No 9  A 24  Edificio Kaysser.  Telefax 2 832273;  2 864573; 3 415671

Cordial y respetuoso saludo, 

Adjunto se remite para el trámite pertinente

Atentamente, 

Luz de Iris Carvajal Chacón 
Asistente Administrativa

JUZGADO 1º DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE
SEGURIDAD DE BOGOTÁ D.C.-TEL: 2846489

AVISO DE CONFIDENCIALIDAD: Este correo electrónico contiene información de la Rama
Judicial de Colombia. Si no es el destinatario de este correo y lo recibió por error
comuníquelo de inmediato, respondiendo al remitente y eliminando cualquier copia que
pueda tener del mismo. Si no es el destinatario, no podrá usar su contenido, de hacerlo
podría tener consecuencias legales como las contenidas en la Ley 1273 del 5 de enero de
2009 y todas las que le apliquen. Si es el destinatario, le corresponde mantener reserva en
general sobre la información de este mensaje, sus documentos y/o archivos adjuntos, a no
ser que exista una autorización explícita. Antes de imprimir este correo, considere si es
realmente necesario hacerlo, recuerde que puede guardarlo como un archivo digital.

De: MARCELA CHAMORRO <lmch05@hotmail.com>
Enviado: miércoles, 8 de junio de 2022 8:10 a. m.
Para: Juzgado 01 Ejecucion Penas Medidas Seguridad - Bogotá - Bogotá D.C.
<ejcp01bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Asunto: Rv: Recurso de apelación José Miguel Maldonado
 
Buenos días por medio del presente correo me permito presentar recurso de apelación,
contra el auto que niega la sustitución de prisión intramural en centro penitenciario por la
prisión domiciliaria por causa de enfermedad grave (arts. 461 y 314, num. 4o del c.p.p.),
agradezco acuse de recibido.

Atentamente

Lina Chamorro
Abogada 
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Para: Secretaria 01 Centro De Servicios Epms - Bogota - Bogota D.C.
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Santiago de Cali, Junio 07 2022 
Señor 
JUEZ PRIMERO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y   
MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BOGOTÁ D.C. 
E.  S.  D.  
 
 
Ref.:  Proceso radicación: 76 001 6000 000 2016 00399 
          Sentenciado: José Miguel Maldonado 
          C.C. 1.107.100.685 
          Delitos: Homicidio y otros 
          Asunto: Recurso de Apelación, contra el auto que niega la 
sustitución de prisión intramural en centro penitenciario por la 
prisión domiciliaria por causa de enfermedad grave (arts. 461 y 
314, num. 4º del c.p.p.). 

 
           
LINA MARCELA CHAMORRO GONZÁLEZ, mayor de edad, 
vecina y residente en Cali, identificada con la cédula de 
ciudadanía número 67025146 expedida en Cali, abogada 
titulada y en ejercicio de la profesión, con tarjeta profesional 
número 158566, obrando en mi condición de Defensora de 
Confianza del señor JOSÉ MIGUEL MALDONADO, según 
memorial poder especial que reposa en la carpeta, por medio 
del presente escrito me dirijo ante Usted para interponer 
RECURSO DE APELACIÓN  en contra el auto que niega la 
sustitución de prisión intramural en centro penitenciario por la 
prisión domiciliaria por causa de enfermedad grave (arts. 461 
y 314, num. 4º del c.p.p.), y en consecuencia se revoque el auto 
proferido por el Juzgado ejecutor con fecha 24 de mayo de 
2022, concediéndole Prisión domiciliaria por enfermedad 
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grave, de conformidad con las siguientes circunstancias 
fácticas:  
 
 
 

I. HECHOS 
 
Primero: Mediante auto de la fecha 24 de mayo de 2022, del 
Juzgado 1° de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de 
Bogotá (D.C.), se ordenó NEGAR la domiciliaria por enfermedad 
grave teniendo en cuenta el dictamen pericial practicado por el 
Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, el 
cual en criterio de esta defensora desconoció abiertamente la 
historia clínica de mi defendido. 
 
Segundo:Mi procurado fue condenado por el Juzgado 4° Penal 
del Circuito Especializado de la ciudad de Cali (Valle), el día 23 
de agosto de 2016, a la pena intramural de 300 meses, por los 
delitos de Homicidio Agravado en concurso con homicidio 
tentado, concierto para delinquir agravado, tráfico fabricación 
o porte de estupefacientes, porte de armas y falsedad material 
en documento público. 
Al sentenciado se le impuso pena accesoria de inhabilitación 
para el ejercicio de derechos y funciones públicas por un lapso 
de 20 años. 
 
Cuarto: Durante el tiempo que lleva privado de su libertad, a 
mi asistido contractual se le han diagnosticado diferentes 
patologías  como las siguientes: traqueotomía permeable, 
disfagia oro faríngea, hipoacusia derecha, parálisis facial 
derecha, parálisis de epiglotis, parálisis de cuerda vocal, fístula 
en el cerebro donde hay evidencia de derrame de líquido céfalo 
raquídeo, y desnutrición crónica, entre otros), las cuales se ven 
reflejadas en la historia clínica de mi defendido; por lo cual 
requiere atención prioritaria en salud, La cual día a día se ve 
más afectada por las condiciones ambientales del Centro 
Penitenciario La Picota en donde se encuentra actualmente, y la 
imposibilidad de tener una compatibilidad con la vida en 
prisión en Centro Carcelario, tal como lo han dictaminado 
diferentes médicos especialistas. 
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Quinto: En el transcurso de su reclusión, desde su captura, ha 
transitado por diferentes centros de reclusión del país, donde 
no se le han garantizado las condiciones de tratamientos 
médicos y de salubridad; tampoco se le han realizado los 
procedimientos médicos ordenados en las historias clínicas, y 
actualmente se encuentra en la Cárcel de La Picota en la ciudad 
de Bogotá, D.C, donde ocurre lo mismo, pese a que los diferentes 
jueces de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad han 
ordenado garantizarle el derecho a la Salud en relación con la 
vida digna. 
 
Sexto: Mi poderdante ha padecido y actualmente padece de las 
siguientes patologías, todas ellas de suma gravedad: 
traqueotomía permeable  
disfagia oro faríngea  
hipoacusia derecha (disminución de la capacidad auditiva, en 
este caso no escucha nada). 
parálisis facial derecha,  
parálisis de epiglotis,  
parálisis de cuerda vocal,  
fístula en el cerebro donde hay evidencia de derrame de líquido 
céfalo raquídeo,  
desnutrición crónica,  
depresión 
entre otros padecimientos derivados de las anteriores. 
 
Todas las pre nombradas, son verificables con la documental 
que me permito adjuntar, lo que hace imposible su 
permanencia en el centro penitenciario, es decir, sus patologías 
son incompatibles con su situación intramural en cualquier 
cárcel del país.  
 
Séptimo: Las valoraciones médicas recientes que ha tenido mi 
procurado han sido las siguientes: 
 
1º. FISIATRIA: Paciente con secuelas de trauma cráneo-
encefálico severo por herida con arma de fuego con 
compromiso de parálisis facial, posible fistula de líquido 
cefalorraquídeo por oído derecho, aún permeable orificio de 
traqueostomía, deformidad en cintura escapular derecha, con 
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atrofia de cintura escapular y movilidad articular restringida o 
incompleta. DIAGNÓSTICOS ACTIVOS DESPUÉS DE LA NOTA 
DIAGNÓSTICO DE INGRESO-T905-SECUELAS DE 
TRAUMATISMO INTRACRANEAL-fecha de diagnóstico:  
06/08/2021.  
2º. NUTRICIÓN: motivo de la consulta: desnutrición.  Paciente 
refiere que ha presentado pérdida de peso continua desde hace 
6 meses a la fecha de la consulta. PESO: 54 KG. TALLA: 1.83 
DIAGNÓSTICO: Desnutrición proteico calórica moderada, fecha 
de diagnóstico : 06/08/2021.  
Paciente que presenta unos requerimientos proteico               
energéticos, y se ordena un plan de manejo, se solicita el 
suministro de ENSURE ADVANCE de 400 gr para reconstituir, 
administrar 56 g/12 horas en 190 ml de agua. Se solicitan 26 
latas para 90 días.  (Todo lo anterior a la fechade la 
presentación de este escrito de recurso de apelación  NO 
HA SIDO SUMINISTRADO POR PARTE DEL INPEC). Se 
prescribe dieta blanda de 2.000 Kcal, Hiper proteico, 
Normoglúcido, normo grasa, (Tampoco se le suministra dieta 
blanda, ya que al señor Maldonado se le suministra la misma 
dieta que a los demás internos del centro carcelario, como sino 
sufriera ningún padecimiento). Se ordena control en 3 meses. 
Fecha: 06/08/2021. (Lo anterior a la fecha no se ha 
suministrado NUNCA por parte del Inpec ni en la cárcel Las 
Palmas de Palmira ni en La Picota Bogotá) 
3º. OTORRINO: FECHA: 06 de agosto. Diagnóstico: Parálisis de 
las cuerdas vocales y de la laringe, Otitis media supurativa 
crónica aticoantral, Análisis del caso y plan de manejo: paciente 
con antecedentes de TCE severo y temporal izquierdo con 
cambios de mastoidectomía con otorrea persistente por lo que 
se solicita tac de oídos, audiológicos y control con otología. 
Fecha: 10/09/2021: DIAGNÓSTICOS ACTIVOS: HIPOACUSIA 
NEUROSENSORIAL UNILATERAL CON AUDICIÓN 
IRRESTRICTA CONTRALATERAL, fecha de diagnóstico:  
06/08/2021., fecha de diagnóstico 31/08/2021 – diagnóstico 
de ingreso H662- Otitis media supurativa crónica aticoantral, 
fecha de diagnóstico 06/08/2021 J380 -Parálisis de las cuerdas 
vocales y de la laringe. Análisis del caso y plan de manejo: 
PACIENTE CON ANT. ANOTADOS, CON HALLAZGOS 
COMPATIBLES CON FISTULA DE LÍQUIDO CEFALORAQUÍDEO 



5 
 

DEL OÍDO IZQUIERDO CON POSIBLE RELACIÓN DE OTITIS 
CRÓNICA POR LO QUE REQUIERE DE VALORACIÓN CON 
OTOLOGÍA (A LA FECHA NO SE HA REALIZADO), SE EXPLICA A 
CUIDADORES RIESGOS DE MENINGITIS SECUNDARIA A 
FISTULA POR LO QUE SE RECOMIENDA EVITAR 
HACINAMIENTOS, CONTACTOS CON MÚLTIPLES 
PERSONAS,  CUIDADOS DE OIDO SECO, SE DAN SG DE 
ALARMA DE CEFALEA SEVERA, FIEBRE, ALT ESTADO DE 
CONCIENCIA O CONVULSIONES. 
Adicionalmente con sinusitis aguda por lo que inicio manejo 
con ciprofloxacino, Beclometasona por 3 meses, intenta lograr 
compensación, CIERRE DE TRAQUEOSTOMÍA HASTA QUE SE 
DEFINA MANEJO DE OIDO. 
Además de todo lo anterior se ordena Faringografía, terapia de 
voz y terapia de deglución lo que no se ha realizado a la fecha. 
 
Es importante recalcar que a la fecha se encuentra pendiente 
cirugía de cierre de la fístula cráneo encefálica que tiene abierta 
por donde se derrama su líquido craneoencefálico, y posterior 
a su recuperación deberá cerrarse la traqueostomía.  
 
Para llegar a todo lo anterior, se han ordenado exámenes, 
consultas, terapias, y medicamentos, que desde que llego a la 
ciudad de Bogotá, Cárcel de La Picota, no se ha realizado ningún 
manejo médico del paciente, ni se ha podido lograr que se le 
respete su condición de persona enferma en tratamiento 
médico siguiendo las instrucciones que los especialistas han 
recomendado en la historia clínica. 
 
NOVENO: Es de anotar, que mi mandante fue atendido por 
Instituto Nacional de Medicina Legal, en la ciudad de Bogotá, el 
día 03 de marzo del presente año; en el cual se rindió dictamen 
médico legal, enviado al despacho ejecutor, por parte del 
Galeano DR. GUSTAVO ANDRES ROMERO CUERVO, en el que 
extrañamente se omitió incluir gran parte de la historia clínica 
que trae mi defendido, en sus tratamientos patológicos, que se 
venían realizando en el Hospital Universitario del Valle, de la 
ciudad de Cali, por medio de la FIDUPREVISORA; descartando 
anotaciones clínicas con fechas menores a 1 año, en asuntos tan 
relevantes como por ejemplo que mi asistido tiene 2 cirugías 
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pendientes urgentes de realizar, que evidentemente no pueden 
ser llevadas a cabo dentro de las instalaciones de la cárcel 
donde se encuentra recluido y que para realizar dichos 
procedimientos tendrá que tener unas indicaciones médicas 
naturales, así como también el galeno, omitió varios aspectos 
de relevancia médica; por tal razón, fue que esta defensora 
solicito en su momento procesal oportuno, que se adicionara 
dicho dictamen, lo que a la fecha desconoce la defensa cual 
fuera la contestación. 
 
DÉCIMO: Consecuente a lo anterior, esta defensora procedió a 
solicitar CONCEPTO MÉDICO TÉCNICO CIENTIFICO, de la 
historia clínica integra de mi defendido señor JOSE MIGUEL 
MALDONADO, el cual le correspondió realizar al Doctor 
ORLANDO FABIO BEJARANO BEJARANO, médico de la 
Universidad del Valle, especialista en Cirugía también de la 
Universidad del Valle, con R.M. 1801031, y T.P. 94389367; 
quien después de hacer un estudio detallado a la situación 
médica del paciente señor Maldonado, concluye que el paciente 
NO ES APTO para estar privado de la libertad en institución 
penitenciaria, ya que las condiciones que allí se le ofrecen van 
en contra de las necesidades médicas del paciente, recalcando 
además que las condiciones del sitio de reclusión intramural lo 
ponen en grave riesgo de adquirir complicaciones de 
infecciones graves, que podrían causarle la muerte, o secuelas 
adicionales que lo dejarían en una condición catastrófica. 
Adicionalmente que su condición nutricional pone en riesgo de 
fracaso los procedimientos quirúrgicos que requiere para 
corregir la condición médica actual y su capacidad para sanar 
adecuadamente, lo que eleva los riesgos de las complicaciones 
intra y post quirúrgicas, toda vez que el señor Maldonado tiene 
pendientes varias cirugías, que no se han realizado por parte 
del Inpec.    
 

II. SUSTENTACIÓN DEL RECURSO DE APELACIÓN  
 
Esta Defensa Técnica se dirige a su Señoría, de manera muy 
respetuosa, acudiendo a la facultad que me confiere el 
legislador de solicitar, mediante recurso de alzada, se revoque 
el auto proferido por el Juez 1° de Ejecución de Penas y Medidas 
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de Seguridad de Bogotá (D.C.),  con la urgencia que la situación 
amerita, y en su ligar se conceda LA SUSTITUCIÓN DE LA 
PRISIÓN INTRAMURAL que actualmente tiene el sentenciado,  
mi representado JOSÉ MIGUEL MALDONADO, recluido en el 
Centro Penitenciario de la Picota, en esta ciudad, por la 
domiciliaria por enfermedad grave de conformidad con lo 
dispuesto en los artículos 461 y 314 numeral 3º del Código de 
Procedimiento Penal,   la concesión de la sustitución de la 
Prisión intramuros que actualmente recae sobre mi 
representado MALDONADO, por la domiciliaria por su estado 
grave de enfermedad y salud -no compatibles con su 
internación en centro penitenciario-, causal que se regula en el 
artículo 314 numeral 4º ibídem, según el cual: La detención 
preventiva en establecimiento carcelario podrá sustituirse por 
la del lugar de residencia en los siguientes casos:  
 

“…4º. Cuando el imputado o acusado estuviere en estado 
grave por enfermedad, previo dictamen de médicos 
oficiales.”  -negrillas y subrayas de mi autoría.- 

 
Se hace necesario precisar, igualmente, que la expresión 
fragmentaria que contenía la norma: “médicos oficiales” fue 
objeto de demanda de inconstitucionalidad por vía de acción 
ciudadana, lo que produjo el importante pronunciamiento de la 
Honorable Corte Constitucional en sentencia C-163 del 10 de 
abril de 2019, M.P. Dra. Diana Fajardo Rivera, en donde se 
condicionó la exequibilidad de la norma, bajo el entendido que 
el peritaje médico también puede ser presentado por 
médicos particulares. 
 
En efecto, el objeto de discenso de esta defensora, se concreta 
en que se está desconociendo la actual condición de salud de mi 
asistido contractual JOSÉ MIGUEL MALDONADO, al manifestar 
de manera ligera el Juzgado 1° de EPMS de Bogotá (D.C.) “… que 
los padecimientos que sufre el condenado, pueden ser tratados 
desde el centro reclusorio continuando con el tratamiento 
ordenado por medicina general, y otorrinolaringología , sin 
dejar de lado la recomendación en torno a una nutrición rica en 
proteína (la cual no le suministran actualmente)”. En este 
aspecto, no se tiene en cuenta que a mi defendido NO LE ESTAN 



8 
 

HACIENDO ACTUALMENTE NINGÚN TRATAMIENTO MÉDICO, 
NI SE LE SUMINISTRAN LOS INSUMOS REQUERIDOS PARA SU 
CONDICIÓIN MÉDICA, TAMPOCO SE TIENE EN CUENTA QUE EL 
SEÑOR MALDONADO ESTA PENDIENTE DE REALIZAR 
CIRUGIAS DE ALTA COMPLEJIDAD, ENTRE OTRAS 
SITUACIONES URGENTES Y CONEXAS DIRECTAMENTE CON 
LA SALUD Y LA VIDA DIGNA DE MI REPRESENTADO. 
 
Así las cosas, Señora Juez de Alzada, nótese como se desconoce 
la condición médica de JOSE MIGUEL MALDONADO quien se 
encuentra en grave estado de enfermedad según dictamen de 
diferentes galenos oficiales tanto de los Centro Penitenciarios 
en los que ha estado recluido, así como médicos especialistas 
oficiales que han dejado consignado su diagnóstico en la 
historia clínica, e igualmente por Medicina Legal, amén de 
médicos tratantes de urgencias y de especialista particular 
como el CIRUJANO doctor ORLANDO BEJARANO, que me 
permitiré anexar a la presente argumentación, los cuales 
decantan una conjugación de males de altísima gravedad que lo 
aquejan actual y ya casi fatalmente, colocándolo actualmente en 
inminente peligro de perder su vida; y que hacen en estos 
momentos de su cumplimiento de la pena,  incompatibles sus 
gravísimos padecimientos clínicos con la vida en reclusión 
formal que tiene en la Cárcel de La Picota de la capital de la 
República, o potencialmente en cualquier Centro Penitenciario 
del país,  toda vez que de no otorgarse la posibilidad de una 
sustitución como la suplicada, es considerablemente factible 
que no se encuentre en condiciones de acabar de cumplir con la 
pena en  el proceso que nos ocupa, y lo más lamentable aún,  se 
produzca un desenlace fatal para el sentenciado, de no actuarse 
rápidamente, en una permisible  y fatal equivalencia a una pena 
de muerte derivada de sus complejidades y precario estado de 
salud que lo están llevando a una muerte inexorable, penal fatal 
proscrita por la Carta Política de 1991 en los artículos 11 y 12, 
además de tratados internacionales en derechos humanos que 
también la prohíben a nivel internacional en punto del tema de 
derechos humanos.  
 
De esa manera, como lo afirma la jurisprudencia en el tema de 
salud del justiciable (sentencia C.S.J Sala Penal, rad. 53.601 del 
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18 de septiembre de 2018 M.P. Patricia Salazar Cuéllar), en el 
presente caso no se trata entonces de cualquier enfermedad o 
estado de salud graves los que habilitan al señor Juez de 
Ejecución de Penas que vigila la pena de mi representado para 
autorizar el instituto, toda vez que la norma reclama que el 
padecimiento médico debe ser incompatible con la vida en 
reclusión, sin dejar de lado, obviamente, que tales situaciones 
deben ser valoradas por un médico especialista oficial o 
particular (Sentencia C-163 de 2019), lo que se ha cumplido con 
creces en el presente asunto. En esa misma línea, también debe 
destacarse que la sustitución de la pena intramural en Centro 
Penitenciario a la domiciliaria por la referida causal (461 y 314, 
num.4º del C. de Procedimiento Penal), sí es aplicable al sub 
júdice, sin tener ninguna consideración a la naturaleza de los 
delitos o al peligro para la comunidad que potencialmente 
puedan argumentarse para tratar de enervar su 
reconocimiento. 
  

Para la anotada finalidad, igualmente téngase en cuenta 
igualmente el principio X de las “Buenas Prácticas sobre 
Protección de Personas Privadas de la Libertad en las 
Américas”, aplicable por virtud del denominado Bloque de 
Constitucionalidad strictu sensu del artículo 93 de nuestra Carta 
Política, el cual advierte que “los detenidos tienen derecho a la 
salud, lo que involucra la prevención y tratamiento de 
enfermedades infecciosas, endémicas y de otra índole y las 
medidas especiales para satisfacer las necesidades particulares 
de salud de las personas privadas de libertad pertenecientes a 
grupos vulnerables o de alto riesgo”. Del mismo modo, debe 
expresarse que la Organización Mundial de la Salud ha 
advertido actualmente que el covid-19 es la enfermedad 
infecciosa de muy sensible transmisión. “Alrededor de una de 
cada seis personas que contraen este virus desarrolla una 
enfermedad grave y tiene dificultad para respirar. Las personas 
mayores y las que padecen afecciones médicas subyacentes, o 
enfermedades de base, tal como le ocurre a mi representado 
que -se destaca-, padece de patologías de extrema gravedad 
tales como: traqueotomía permeable, disfagia oro faríngea, 
hipoacusia derecha, parálisis facial derecha, parálisis de 
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epiglotis, parálisis de cuerda vocal, fístula en el cerebro donde 
hay evidencia de derrame de líquido céfalo raquídeo, y 
desnutrición crónica, entre otros). 

Por su parte, la Comisión Interamericana de los Derechos 
humanos ha hecho un llamado de atención el día 31 de marzo 
de 2020 convocando de manera urgente a los Estados partes de 
la Organización de los Estados Americanos, incluida Colombia, 
para que se garantice la salud y la integridad de todas aquellas 
personas que tienen la condición de internos de los penales, 
frente a la actual pandemia que azota a la humanidad. No sobra 
anotar que de vieja data,  en nuestro país en varias 
oportunidades ha declarado el estado de cosas 
inconstitucionales por falta de garantías a las personas 
privadas de su libertad, desde la sentencia T-153 de 1998, T-
388 de 2013 reiterado por la sentencia T-762 de 2015 y por qué 
no mencionar la sentencia T-282 del 14 de marzo de 2014 
(temas del hacinamiento, falta de atención en salud en las 
cárceles del país y precario suministro de agua) que siendo la 
salud uno de los temas mayormente relevantes que no ha 
podido ser superado con la atención básica que requieren 
personas con padecimientos superlativamente graves como los 
que posee actualmente mi procurado. Todo ello sumado a la 
ostensible negligencia del INPEC en materia de salubridad, por 
todos conocido como un hecho notorio por la ostensible 
sobresaturación carcelaria, de donde resulta plausible que se 
pueda entender que actualmente las patologías referidas son 
incompatibles con la privación de la libertad de mi defendido.  

De otra parte, el señor Juez 1° de Ejecución de Penas y Medidas 
de Seguridad de Bogotá desconocido la emergencia carcelaria 
del INPEC que denota el precario suministro de servicios 
públicos y de atención en salud por parte del INPEC. De hecho, 
en su pronunciamiento desconoce que el INPEC ha omitido los 
suministros alimenticios, de vital importancia para mi 
defendido por el problema de desnutrición crónica que ha 
venido sufriendo, diagnostico que se ha consignado en la 
historia clínica del señor Maldonado, durante años; lo que el 
médico perito pretende desconocer manifestando en su 
dictamen que “… desnutrición no es un término coloquial,sino 
un diagnóstico basado en criterios clínicos y paraclínicos 
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cribado con el rigor de la ciencia y el estado actual del 
conocimiento”, en este aparte desconoce abiertamente el 
profesional médico que viene siendo consignada en la historia 
clínica de mi defendido durante años DIAGNOSTICO CLÍNICO 
de desnutrición, que a la fecha subsiste, y pese a esto, nunca le 
han sido suministrado por el INPEC el Ensure Advance, por 
ejemplo, que ha sido recetado por diferentes profesionales 
médicos que recomiendan una dieta liquida o blanda.  

Tampoco su condición patológica ha mejorado, contrario 
sensu, ha tenido un agravamiento preocupante que 
actualmente  está colocando en peligro su vida, por ejemplo, el 
líquido cefalorraquídeo que pierde por la fistula que tiene y en 
tantos años no le han cerrado, y otros padecimientos que 
afectan su vida enormemente. En efecto, en los actuales 
momentos,  puede afirmarse sin hesitación alguna que, en vez 
de mejorar sus precarias condiciones de salud, mi procurado 
ha empeorado en los diferentes Centros Carcelarios, esto es en 
la Cárcel de Popayán (Cauca), de Palmira (Valle) y ahora en el 
Centro Penitenciario de La Picota, por la palmaria y fácilmente 
perceptible negligencia de las autoridades carcelarias, siendo 
ya irreversible su condición, de acuerdo a los Elementos 
materiales probatorios, evidencia físicas e información 
legalmente obtenidas, que me permito arribar con esta 
intervención en el acápite medios de prueba.   

Adicionalmente, debe reconocerse que el INPEC tramita 
tardíamente las citas, los niveles de atención donde ha estado 
recluido es categoría I, es decir como si fuera un centro de 
salud, mi poderdante requiere nivel IV de alta complejidad, 
incluso tiene cirugías pendientes por realizar, Fiduprevisora a 
la fecha tampoco da respuesta a los temas de salud aquí 
esbozados, de los tratamientos ordenados por los médicos 
tratantes desde hace meses atrás, no hay garantía de 
tratamiento médico idóneo, especializado e interdisciplinario 
por cuanto los daños a la salud del ciudadano JOSE MIGUEL 
MALDONADO son múltiples y sistemáticos, es decir, de mayor 
gravedad que los simplemente orgánicos, EL INPEC nunca ha 
desconocido las patologías de mi representado, pero sólo ha 
dado salida en los últimos meses, a las citas médicas que hacían 
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parte de su tratamiento obligatorio porque el Señor Juez de 
Ejecución de Penas y Medidas de Aseguramiento de Palmira 
Valle, advirtió que debía garantizarle el derecho a la salud en 
relación con la vida, y debía sacarlo a las citas médicas que se 
programaran en el tratamiento, pero con múltiples 
dificultades, aplazamientos y obstáculos se lograron un par de 
remisiones, ya que posteriormente fue trasladado a la Ciudad 
de Bogotá donde no ha recibido ninguna consulta médica de 
control, pese a que han sido ordenadas por los diferentes 
médicos tratantes, y se ha desconocido sus derechos 
plenamente cuando no le suministran su dieta tal cual lo 
ordenó el médico tratante, tampoco se le realizan las terapias 
y los medicamentos no se le suministran. El hacinamiento 
carcelario es un enemigo contundente para su salud puesto 
que se expone al riesgo de que una infección entre en su 
cerebro por tener fistula cráneo encefálica y su problema de 
desnutrición crónica lo debilita cada vez más, sin poder tener 
procesos de recuperación eficientes y garantistas a su vida y 
dignidad humana.  

Señora Juez Ad Quem, Si a mi cliente no se le sustituye la pena 
de Prisión intramuros por la domiciliaria, inexorablemente va 
a perder la vida en detención provisional y esa no es la finalidad 
de la medida de aseguramiento en términos de derechos 
insoslayables y básicos del ser humano dentro de un Estado 
Social de Derecho como el nuestro. De hecho, el calvario que 
afronta mi asistido hoy por hoy, por sus múltiples y graves 
enfermedades lo colocan en serio peligro sus sistemas 
NEUROLÓGICO Y OTORRINO, YA QUE SUBSISTE UN ALTO 
RIESGO INMINENTE ADVERTIDO POR LOS ESPECIALISTAS, 
DE CONTRAER MENINGITIS DENTRO DEL ENTORNO DEL 
HACINAMIENTO EN EL QUE VIVE, IGUALMENTE SU 
DESNUTRICIÓN CRÓNICA DONDE EL INPEC NI SIQUIERA 
SUMINSTRA LA DIETA BLANDA QUE LE HA SIDO 
ORDENADA, MUCHO MENOS LOS FRASCOS DE ENSURE 
ADVANCE CON LOS QUE SE PRETENDE REGULAR SU BAJO 
PESO, también se ve afectado su sistema oftalmológico, óseo, 
siquiátrico entre otros. 
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En un caso similar al que nos ocupa, La CSJ en Auto del 15 de 
mayo de 2013, radicación 41.201, expresó:  Ahora bien, en lo 
que toca con la materia estricta de debate, la Sala debe partir 
por advertir que lo consagrado en el numeral 4° del 

artículo 314 de la Ley 906 de 2004, obedece a una exigencia si 

se quiere natural de un Estado de derecho que respete la 

dignidad de las personas, pues, repugna a cualquier mínimo de 
humanidad sostener que alguien, por grave que sea su delito o 
condenable su conducta, pueda ser recluido en un 
establecimiento carcelario cuando ello es incompatible con su 
vida o salud. Lo propio, pero en los términos actuales 
correspondientes, el auto 080012252001 2020 000017 de 
abril 22 de 2020 del Tribunal Superior de Barranquilla con su 
contenido publicado ampliamente en la revista jurídica legis. 
Sobra señalar que, según la Corte, los tratados internacionales 
sobre derechos humanos suscritos por Colombia expresamente 
diseñan normas que obligan respetar la dignidad humana aún 
en los casos de personas vinculadas a procesos penales u objeto 
de reclusión carcelaria. Para mencionar apenas las más 
cercanas, los artículos 5, numeral 2°, y 10, numeral 1°, de 
la Convención Americana de Derechos Humanos y el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, respectivamente, 
consagran pilar insustituible del tratamiento a quienes 
soportan un proceso penal, el del respeto por su dignidad. 
Expresamente nuestra Carta Política diseña desde su artículo 
primero el lugar preeminente que adquiere la dignidad 
humana. Pero, además, el artículo 11 estatuye como inviolable 
el derecho a la vida, y el 12 advierte que “nadie será sometido a 
desaparición forzada, a torturas ni a tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes”. 

De esta manera, si con las pruebas legalmente establecidas se 
verifica inconcuso que la persona no solo padece grave 
enfermedad, sino que ella es incompatible con la reclusión, no 
existe ninguna posibilidad de soslayar la sustitución de la pena 
en establecimiento carcelario, simplemente porque de negarse 
ella se incurre no sólo en atentado ostensible contra el principio 
de dignidad humana, sino que se pone en peligro la vida del 
recluso y, finalmente, se le somete a un trato cruel, inhumano y 
degradante. 

https://app.vlex.com/vid/42856600/node/314.4
https://app.vlex.com/vid/42856600/node/314.4
https://app.vlex.com/vid/42856600/node/314
https://app.vlex.com/vid/42856600
https://app.vlex.com/vid/66934025/node/5.2
https://app.vlex.com/vid/66934025/node/10.1
https://app.vlex.com/vid/66934025
https://app.vlex.com/vid/42867930
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Por lo anotado en precedencia, no sería legítimo acudir a 
criterios subjetivos completamente impertinentes para lo que 
se examina, pues, se repite, cubierta la condición médica y vista 
la gravedad de la enfermedad, al punto de hacerla incompatible 
con la reclusión, no existe manera de impedir la sustitución 
acudiendo a factores tales como la gravedad del delito 
imputado o el peligro que pueda representar para la sociedad 
la persona. Hacerlo así, no cabe duda, implica poner en peligro 
o afectar directamente caros e insustituibles valores 
constitucionales, al punto que, a título ejemplificativo, si se 
verifica que la persona cometió graves delitos y puede asumirse 
necesaria la medida de aseguramiento, pero a la vez se conoce 
que padece una enfermedad grave que compromete su vida e 
imposibilita el confinamiento intramural –al extremo, en 
ciertos casos, de demandar atención especializada en clínica u 
hospital-, de decidirse en la ponderación por la protección de la 
sociedad, pues, simplemente la medida de aseguramiento 
puede tornarse en pena de muerte. 

Luego entonces, lo que se debe verificar en este escenario es la 
real condición del confinado, valiéndose para el efecto de lo 
dictaminado por el médico particular u oficial, y después de 
advertido ese estado grave por enfermedad, incompatible con 
la detención intramural, determinar en qué lugar ha de 
permanecer la persona, acorde con el tipo de mal que lo aqueja 
y el tratamiento que amerita el mismo. Quiere decir lo anterior 
que la detención domiciliaria suplicada no es una gracia sino un 
verdadero derecho superior del detenido para salvar su vida, 
pues la jurisprudencia entiende que es el sitio adecuado para 
que se recupere, si hay recuperación, o para que se desarrollen 
procedimientos paliativos en caso de ser enfermedades 
catastróficas o terminales, es decir, el instituto aquí deprecado 
es un desarrollo de las elementales normas internacionales de 
humanidad que deben tomarse para que el interno no siga 
padeciendo estos cruentos sufrimientos.  

Para el caso concreto, de forma expresa tanto el galeno que está 
al servicio del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias 
Forenses, conceptuó, en la ciudad de Palmira el día 23 de julio 
de 2020, después de verificar los antecedentes de salud de mi 
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cliente, y examinarlo, que al momento del examen el señor José 
Miguel Maldonado presenta los siguientes diagnósticos:  

1. Parálisis facial derecha como secuela de herida por 
proyectil de arma de fuego. 

2. Parálisis de epiglotis como secuela de herida por proyectil 
de arma de fuego. 

3. Trastorno de la deglución como secuela de herida por 
proyectil de arma de fuego. 

4. Desnutrición Crónica. 
5. Traqueostomía Permeable. 

Manifiesta dicho dictamen médico forense que el Señor 
Maldonado, por sus patologías requería para esa fecha ser 
valorado por otorrinolaringología, neurocirugía, ortopedia y 
nutricionista, y deja constancia que SIEMPRE Y CUANDO 
ESTEN GARANTIZADAS LAS CONDICIONES DE TRATAMIENTO 
Y CONTROL MÉDICO YA MENCIONADAS, no sería enfermedad 
grave. Pero nótese señor Juez de Ejecución de Penas y medidas 
de Seguridad de Bogotá, como desde esa fecha se han vulnerado 
gravemente el estado de salud de mi defendido, que ha 
empeorado cada vez más su situación médica, además dice el 
dictamen que: “Se debe evaluar si es posible garantizar 
dichos tratamientos en el sitio de reclusión actual o de lo 
contrario tomar las medidas necesarias para su completa 
garantía. Lo que no es otra cosa diferente, que después de 
evaluar la negligencia en la atención a mi defendido por parte del 
Inpec, en todos estos años transcurridos, la falta de atención 
médica, de suministros, de alimentos idóneos, medicamentos, 
etc…; debe otorgársele el beneficio de la prisión domiciliaria 
para garantizar su derecho a la vida digna. 

Así mismo, el dictamen ACTUAL del distinguido perito médico 
Especialista en Cirugía, dictamina apoyado en las historias 
clínicas de los diferentes especialistas que examinaron 
recientemente a mi defendido, que este “se encuentra en estado 
de grave enfermedad” actualmente, ya que han empeorado sus 
padecimientos a lo largo de este tiempo  y ello “resulta 
incompatible con la reclusión formal”. Esa manifestación 
pericial actualmente no ha sido cuestionada por ninguno de los 
intervinientes en el asunto, quienes tampoco ponen en tela de 
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juicio la situación calamitosa de salud por la que atraviesa mi 
cliente, prueba de ello se refleja en una de las historias clínicas 
que hace la médico otorrino del Hospital Universitario del Valle, 
Dra. JULIANA CASTELLANOS TORO, con registro 
1026556101, quien examinó a mi mandante y después de 
analizar sus exámenes de tomografía computada de oído, el día 
10 de septiembre del presente año concluyó, que existe un 
riesgo palmario de MENINGITIS SECUNDARIA A FISTULA POR 
LO QUE SE RECOMIENDA EVITAR HACINAMIENTOS, 
CONTACTOS CON MÚLTIPLES PERSONAS, y señalo otras 
alarmas.   

Entonces, si el profesional de la salud médico especialista, 
señalado por la norma presenta su diagnóstico y éste no ha sido 
controvertido, apenas cabría decir que, en efecto, se cumple la 
exigencia contemplada en el numeral 4° del artículo 314 de 
la Ley 906 de 2004, para acceder a la prisión domiciliaria 
solicitada por la defensa. 

De tal manera que el Instituto Nacional Penitenciario y 
Carcelario -INPEC-, a través del Establecimiento Penitenciario y 
Carcelario de La Picota, con esas omisiones ha incumplido:  

Lo dispuesto en el Decreto 1141 de 2009, modificado por el 
Decreto 2777 de 2010, que en su artículo 2° le impone la 
obligación de proporcionar a los reclusos los servicios de 
salud. (ii) El artículo 106 de la Ley 65 de 1993, según el cual es 
deber del director del establecimiento de reclusión, previo 
concepto de médico autorizado, ordenar el traslado de un 
interno a un centro hospitalario en los casos de enfermedad 
grave o intervención quirúrgica, observando las medidas de 
seguridad que cada caso amerite. (iii) Los artículos 2°, 11, 13 y 
49 de la Constitución Política, que consagran como derechos 
fundamentales la vida, a la salud y a la dignidad humana, sobre 
todo de personas que merecen especial protección del Estado 
por encontrarse en estado de debilidad manifiesta y normas de 
derecho internacional humanitario que demandan que el 
Estado no puede condenar a muerte a una persona condenada 
a una pena intramural. 

https://app.vlex.com/vid/42856600/node/314.4
https://app.vlex.com/vid/42856600/node/314
https://app.vlex.com/vid/42856600
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Es más, el tratamiento médico que viene recibiendo mi 
procurado es nulo, no tiene insumos para paliar sus graves 
patologías, está expuesto a cualquier infección que lo puede 
afectar fatalmente, no tiene posibilidades que le ingresen los 
insumos que necesitan por la prohibición de ingreso de 
familiares a la Cárcel quienes siempre le han llevado tales 
insumos, el sistema de salud que tiene por parte del Inpec, 
fideicomiso fondo nacional de salud, no atiende sus 
padecimientos por la situación intramural, las prohibiciones 
derivadas de la pandemia Covid 19 y la contingencia sanitaria, 
sin tener en consideración que la obligación de proveer 
integralmente en materia de salud es del Estado en cualquier 
parte del territorio nacional, etcétera.  

 

Por lo anterior, no debe tenerse en cuenta, el dictamen médco-
legal que realizo en fecha 03 de marzo de 2022, el Instituto de 
Medicina Legal de la ciudad de Bogotá, quien claramente 
emitió desde el principio un dictamen parcializado, 
incompleto, alejado de la realidad médica del condenado, que 
ni siquiera fue basado o confrontado con la historia clínica que 
el señor JOSE MIGUEL MALDONADO llevo físicamente al 
consultorio del médico perito, ni siquiera el profesional tuvo la 
diligencia de revisar en tratamiento médico que llevaba el 
señor JOSE MIGUEL MALDONADO, por el contrario 
abiertamente desconoció los conceptos médicos consignados 
en la misma, y dio una apreciación subjetiva sobre lo que por 
encima pudo percibir de mi defendido. 

Si bien el Estado tiene que garantizar el Estado de salud de una 
persona privada dela libertad y prestar el servicio médico 
oportuno, adecuado e integral, el tratamiento debe continuar 
en la vida intramural, pero en el caso de mi asistido JOSÉ 
MIGUEL MALDONADO no es así, su situación ha empeorado al 
punto que presenta agraves patologías que lo tienen en estado 
muy grave de salud,  tiene derecho a la continuación de su 
tratamiento médico, quirúrgico y hospitalario de recuperación 
y el suministro de todos los medicamentos para que no se 
produzca un desenlace fatal para su vida, lo cual puede 
continuar sin alteración alguna en el domicilio de mi asistido 
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por virtud del suministro de medicamentos y tratamiento 
médico adecuado, si su señoría así lo dispone.  
 
Igualmente, con la falta de atención médica aquí vislumbrada se 
desconoce abiertamente el artículo 13 de la Constitución y la 
jurisprudencia de la Corte Constitucional por no darle la 
protección especial que merece el aquí solicitante por ser 
recluso, esto es, miembro de una población especialmente 
protegida por la Constitución por encontrarse en condición de 
debilidad manifiesta  y estar gravemente enfermo de varias 
patologías ya señaladas a lo largo de esta sustentación del 
recurso de apelación,  sin que el Centro Carcelario 
actualmente pueda atender especialmente y de manera 
interdisciplinaria e integral todos sus padecimientos.  
 
Cabe precisar, inclusive, que la evolución negativa de las 
patologías graves de mi asistido hace posible y necesaria la 
detención del aquí acusado en su residencia, toda vez que las 
graves omisiones en su atención en salud determinan 
actualmente la condición de enfermo grave con situación 
incompatible con su estado actual de reclusión intramuros. 
Menos aún en un centro hospitalario en donde se aumentan las 
posibilidades de contagio por virus, epidemias, o como sucede 
actualmente con la pandemia denominada COVID-19 por todos 
conocida.  
 
Recordemos que desde su desnutrición crónica, obviamente se 
ha debilitado su cuerpo a lo largo de estos años, actualmente 
con múltiples dolencias, físicas, sensoriales, que le impiden 
cumplir y realizar las funciones básicas de un ser humano, tales 
como comer, ya que no puede comer la comida que le dan en la 
cárcel porque no es digerible para el señor Maldonado, no 
puede dormir por los dolores de oído, cabeza, y dolores que 
tienen que ver con su parte motriz la cual también se encuentra 
afectada por la parálisis que tiene, no puede casi hablar por la 
parálisis de las cuerdas vocales y de la laringe, todo lo anterior 
día a día ha afectado incluso su sistema psiquiátrico por lo que 
de verse en esas condiciones infra humanas ha contemplado 
ideas de muerte y autodestrucción, lo que también ha sido 
expuesto al siquiatra de la Cárcel de Palmira (Valle), y siquiatría 
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de la Cárcel La Picota, pero lastimosamente sin ninguna actual 
supervisión de tratamiento siquiátrico.  
 
En suma, En el momento en que se realiza esta intervención, mi 
procurado lleva casi siete (7) años en vida intramuros, sus 
patologías son de extrema gravedad como se dejó anotado en 
precedencia, están en riesgo sus sistemas neurológico, 
metabólico, su parte vital de poderse alimentar es nula, su parte 
psiquiátrica está afectada con pensamientos suicidas por la 
carencia de sus mínimos vitales, desde cualquier punto de vista, 
ya que en el momento no tiene los insumos para el mínimo 
control de sus padecimientos, el dictamen tanto de medicina 
legal como de médicos particulares arroja inexorable que su 
vida está en peligro por no ser compatible con ningún centro 
penitenciario del país. 
 
Esta solicitud de sustitución a Prisión domiciliaria por 
enfermedad grave, en recurso de alzada, no es una petición 
extraña, antojadiza o arbitraria, y menos aún, una maniobra 
fraudulenta, por el contrario, es un instituto plenamente válido, 
legítimo y necesario encauzado a generar garantías a los 
derechos humanos y en especial la vida de mi Defendido. Todos 
los sujetos procesales conocen desde el comienzo de la 
actuación, la situación tan compleja de salud de mi asistido, 
misma que en estos momentos hizo crisis por la falta de 
atención médica que tiene mi representado. El fundamento 
plausible de la solicitud tiene motivos de necesidad extrema, 
como lo precisa el numeral 4 del artículo 314 instrumental, de 
no ordenarse la salida del penal, su vida está en inminente 
peligro de muerte por infecciones, situación que es conocida 
por todos los sujetos procesales aquí intervinientes dese el 
comienzo del proceso, y advertida como signo de alarma dentro 
de las diversas historias clínicas.  
 

Mirando bien el concepto del médico legal, de la ciudad de 
Palmira (Valle), se termina confirmando lo dictaminado por el 
profesional perito particular, como quiera que claramente 
advierte de la imposibilidad del Inpec para que allí se puedan 
realizar los controles y exámenes periódicos que reclama el 
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delicado estado de salud del postulado, en especial los 
requerimientos posteriores que deben realizarse como la  
cirugía neurológica para cierre de fistula que debió  realizarse 
mucho tiempo atrás. 

Análogamente, ineludible  se hace establecer  diferencias entre 
los conceptos urgencia vital y enfermedad grave incompatible 
con la reclusión en centro penitenciario, la primera permite 
atender al paciente gravemente enfermo, estabilizar su 
urgencia  y retornarlo a sus condiciones en intramuros, la 
segunda (enfermedad grave) permanece atacando y 

colocando en peligro permanente al procesado aún 
sin presentarle, necesariamente, urgencias de vida o muerte,  es 
decir, una persona privada de la libertad como mi cliente puede 
estar gravemente enfermo y no tener una urgencia de vida o 
muerte, o tenerla recurrentemente y resolver esta última, sin 
que por ese solo hecho desaparezca la enfermedad grave 
incompatible con la privación de la libertad en prisión. En estos 
casos, la enfermedad o enfermedades graves e incompatibles 
con la prisión intramuros pueden seguir allí, como en efecto le 
sucede al señor JOSÉ MIGUEL MALDONADO, agravando 
progresivamente su condición, aún sin presentar 
necesariamente la crisis fatal. De ese modo, mi defendido 
presenta unas enfermedades todas ellas de carácter grave, que 
recurrentemente presentan urgencias vitales, pero aquellas 
subsisten en sus complejidades y peligros de causarle la 
muerte, no obstante lo cual, al ser precariamente conjuradas no 
tienen la virtud de hacer desaparecer el estado gravísimo de 
salud del acusado. 

La reclusión hospitalaria en estos momentos resultaría ser 
mayormente perniciosa, esto es inane para el mejoramiento de 
la salud para de mi representado por las actuales congestiones 
y crisis que se viven por la pandemia COVID-19, pues de 
internarse en un Hospital o Centro Médico equivaldría a 
adelantar procesos infecciosos fatales, lo cual no es una 
especulación de la Defensa Técnica sino un hecho notorio por 
la cantidad de víctimas del virus que ataca actualmente a toda 
la humanidad. 
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PETICIONES 

Solicito entonces, de manera muy respetuosa y urgente a la  
Señora Juez 4° Penal del Circuito Especializada de la ciudad de 
Cali (Valle), a quien corresponde desatar el Recurso de Alzada, 
por ser quien fulminó condena en contra de mi representado 
señor JOSÉ MIGUEL MALDONADO que, en un 
pronunciamiento antropocéntrico y humanista, proceda a: 
 
Primero:  REVOCAR el auto proferido por el Juez de Ejecución 
de Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá (D.C.), en el que 
ordena NEGAR la sustitución de la prisión domiciliaria por 
enfermedad grave. 
SEGUNDO: Conceder en favor del señor JOSE MIGUEL 
MALDONADO la sustitución de la prisión domiciliaria por 
enfermedad grave. De ser concedida, se podrá cumplir en la 
residencia de mi procurado y sus tratamientos médicos con el 
médico tratante en la ciudad de Bogotá, en la que el domicilio 

de mi cliente se encuentra en la DG 49 A BIS A SUR 13J 00 
91. T 02 D1620  de la actual nomenclatura urbana de Bogotá 
(D.C.), de conformidad con las previsiones de los artículos 461 
y 314 numeral 4º del Código de procedimiento Penal. 

TERCERO: Mi procurado está dispuesto a sufragar una caución 
prendaria en la cuantía y plazo que su señoría determine, 
teniendo en cuenta que se encuentra privado de su libertad 
desde hace varios años y no cuenta con un trabajo remunerado 
que le permita cancelar una caución de elevada cuantía. 

MEDIOS PROBATORIOS 

Solicito al señor Juez, tener en cuenta como medios 
probatorios los siguientes:  

1. Dictamen de medicina legal realizado en el mes de julio 
2020. En la ciudad de Palmira (Valle), el cual reposa en el 
expediente. 
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2. Historias clínicas de los diferentes especialistas que fue 
remitido el señor Maldonado en el hospital universitario 
del valle, de Cali (v). 

3. Dictamen pericial del Dr. Orlando Bejarano. 
4. recibo de servicios públicos donde consta la dirección de 

residencia donde se cumpliría la prisión domiciliaria. 
5. Declaración Extrajuicio rendida por la señora YEIMY 

TATIANA MARIN OROZCO esposa de mi defendido. 
6. COPIA DE LA SENTENCIA DE TUTELA INSTAURADA POR 

EL SEÑOR MALDONADO Y PROFERIDA POR EL 
TRIBUNAL DE GUADALAJARA DE BUGA.    

OFICIOS: SE OFICIE A LA CARCEL DE LA PICOTA DE LA 
CIUDAD DE BOGOTÁ PARA QUE SE ALLEGUE COPIA DE LA 
HISTORIA CLINICA DE LOS MEDICOS OFICIALES QUE HAN 
TRATADO A MI MANDANTE, SI SE CONSIDERA NECESARIO 
POR PARTE DEL DESPACHO. 

 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

Además de las normas que se han puntualizado a lo largo de 
esta intervención, invoco como normas aplicables al presento 
asunto los artículos 68 de la Ley 68 de la Ley 599 de 2000 y 314 
numeral 4º y 461 de la Ley 906 de 2004 y normas 
concordantes. 

 

NOTIFICACIONES 

Las personales las recibiré en la Secretaría de su Despacho o 
en mi oficina de abogada ubicada en la Carrera 4 número 12-
41, oficina 912 del edificio Centro Seguros Bolívar de Cali, 
Valle, teléfono celular 3155709735, email 
lmch05@hotmail.com. 

Mi mandante señor JOSE MIGUEL MALDONADO, las recibirá en 

la Cárcel La Picota de la ciudad de Bogotá, Patio 16.  

mailto:lmch05@hotmail.com
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De la señora  Juez,  

atentamente,  

 
______________________________________________ 
LINA MARCELA CHAMORRO GONZÁLEZ  
C.C. No. 67.025.146 de Cali 
T..P. No. 158.566 del C. S. de la Judicatura 
Email: lmch05@hotmail.com 
Celular: 3155709735 
Defensora de Confianza. 
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